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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 1ª instancia – 14 de noviembre de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Concede amparo
Radicación Nro. :

 66001-22-13-000-2017-01215-00
Accionante: 
 MARTÍN ANTONIO MAZO MARÍN

Accionado:
SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL, RISARALDA
Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas: 
DERECHO A LA SALUD / PRINCIPIO DE CONTINUIDAD EN LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO. [P]ara abordar el segundo aspecto, establece el literal d del artículo 6º de la Ley Estatutaria 1751 de 2015 que por virtud del principio de continuidad, “Las personas tienen derecho a recibir los servicios de salud de manera continua. Una vez la provisión de un servicio ha sido iniciada, este no podrá ser interrumpido por razones administrativas o económicas”, lo que implica que es imposible abandonar al paciente a su suerte cuando viene siendo sometido a un tratamiento específico, sin brindarle alternativas, bien para su recuperación, o para facilitar que otra entidad asuma su atención, aun cuando sea en un régimen de salud diferente. (…) Lo anterior permite concluir que la parte accionada, debe continuar con la atención en salud del actor, por encima de la situación administrativa que pone de relieve, con el fin de garantizar sus derechos fundamentales. 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

          SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, noviembre catorce de dos mil diecisiete
Expediente 66001-22-13-000-2017-01215-00
Acta N° 598 de noviembre 14 de 2017
Decide la Sala la acción de tutela promovida por Ana María Mazo Marín, en representación de Martín Antonio Mazo Marín contra la Seccional  Risaralda  Sanidad de la Policía Nacional, a la que fue vinculada la Dirección de Sanidad de la misma institución.
ANTECEDENTES

Ana María Mazo, quien actúa como curadora de Martín Antonio Mazo Marín, acudió a esta vía en aras de la protección de los derechos constitucionales fundamentales a la “salud, vida digna, derechos de las personas discapacitadas”, de los que este titular y que estima conculcados por la Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional.

Relató que el accionante cuenta 53 años de edad; presenta una discapacidad cognitiva severa y permanente (Síndrome de Down); por esta alteración es propenso a sufrir infecciones graves que requieren atención rápida e inmediata; además, los pacientes mayores de 40 años sufren cambios neuropatológicos de la enfermedad de alzheimer; la psicóloga de la Seccional de Sanidad Risaralda, recalcó, en constancia del 02 de septiembre de 2017, la importancia de “continuar con actividades de estimulación, actividad física, socialización, controles médicos y de atención integral que le permitan la preservación de las habilidades que aún manifiesta”. 
Agregó que goza actualmente de una asignación mensual de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional y recibe los servicios médicos de la institución por el fallecimiento del señor Marco Antonio Mazo, para lo cual se le efectúa el descuento de rigor. Sin embargo, la entidad se niega ahora a prestar atención médica, porque se encuentra desafiliado, con el argumento de que debe seguir un proceso administrativo para ser valorado por la Junta Médica antes de prestarle cualquier servicio; para ello, está a la espera desde el mes de abril y ha sido imposible; no le entregan medicamentos, a pesar del descuento que se le hace, ni lo atienden en urgencias; tiene pendiente valoraciones por grastroenterología, oftalmología y control de cirugía general.
Pidió, en consecuencia, la continuidad en el servicio salud; que se disponga la afiliación respectiva y se programe fecha para la valoración por la junta médica.
Con la demanda, entre otros documentos, se aportaron copias de piezas procesales judiciales que dan cuenta de la curaduría que ejerce la peticionaria en favor del accionante; recomendación médica extendida por psicología; órdenes médicas e historia clínica.
A la solicitud se le dio el trámite con la vinculación de la Dirección de Sanidad, y se corrió traslado por el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa. Así lo hizo el Jefe Seccional Sanidad, quien expresó que se fijó fecha para el 10 de noviembre con el fin de llevar a cabo la Junta Médica Laboral, lo que le fue comunicado a la parte interesada; que es fundamental el concepto que brinde tal dependencia para poder dar continuidad a los servicios de salud, el que una vez se notifique dará lugar a la normalización de la asistencia, pues así lo establece el Acuerdo 048 de 2007, y que en futuras ocasiones, la solicitante deberá tener presente la temporalidad para la prestación del servicio acorde con lo que señala el artículo 5º de esa norma, con el fin de que inicie oportunamente los trámites necesarios para evitar la discontinuidad como la que se tiene en la actualidad.
Por su parte, el Director de Sanidad, informó sobre sus funciones dentro del Sistema General de Seguridad Social de las Fuerzas Militares y la Policía Nacional y dijo que compete a la Seccional de Sanidad Risaralda lo relacionado con lo que se pretende con esta acción. 
Se dejó constancia acerca de que se realizó la Junta Médico Laboral que se hallaba pendiente.

CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 
 



En ejercicio de esa garantía, acudió Ana María Mazo, en calidad de curadora judicial del interdicto Martín Antonio Mazo Marín, con lo que se acredita la legitimación de su parte, en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, teniendo presente que se le han negado las atenciones en salud que ha requerido últimamente, por cuanto se le exigió una valoración por la Junta Médico Laboral de la Policía Nacional, en cumplimiento, de lo prevenido por el Acuerdo No. 048 de octubre 9 de 2007, “Por el cual se establece políticas y parámetros para la valoración de beneficiarios de que trata el literal c) artículo 24 del Decreto 1795 del 14 de Septiembre 2000 del Sistema de Salud de Fuerzas Militares y de la Policía Nacional.”.
Se sabe que el derecho a la salud es fundamental, según lo viene precisando de antaño la máxima corporación constitucional
 y  lo reconoce ahora el artículo 2° de la Ley 1751 de 2015, aspecto sobre el que nada se controvierte, como tampoco sobre la necesidad de la prestación de los servicios médicos que demanda Martín Antonio Mazo Marín, al punto que durante el presente trámite, se gestionó lo relacionado con la valoración por la Junta Médico Laboral, como consta a folio  37 v., lo que dará lugar a declarar superado el hecho por este específico evento.
No obstante, como refirió la misma parte accionada, debe ahora esperar el concepto que dicha dependencia emita, para poder acceder a los servicios que requiere. 
  



Así las cosas, hay que resaltar que este caso involucra a una persona que, de acuerdo con lo que enseña el expediente involucra, es sujeto de especial protección y, por contera, de reforzada protección constitucional, habida cuenta de su grave condición de salud; y aunque venía recibiendo la atención en salud, le fue suspendida mientras se realiza el trámite citado ante la Junta Médico Laboral, sin parar mientes en su estado, que se refleja en la historia clínica, y su patología, que exige un esmerado trato, pues se halla bajo procedimiento médico. 

  



Por supuesto que esas decisiones administrativas no pueden convertirse en un obstáculo para la satisfacción de las necesidades de los usuarios de las empresas promotoras de salud, ante el debilitamiento que ello conlleva para quienes requieren de sus servicios, en particular si se trata de personas en situación de debilidad manifiesta, como ha sido reconocido reiteradamente por la jurisprudencia constitucional
.
  
 
Proceder así, lleva implícito el desconocimiento del debido proceso y del principio de continuidad. Lo primero, porque Martín Antonio Mazo fue desafiliado del Sistema Especial de Salud por cuenta de Sanidad de la Policía Nacional, por causa de una valoración que debe hacérsele por la Junta Médica, pero sin que se siguiera un trámite previo, que le permitiera conocer a su curadora la situación y ejercer su derecho de defensa, es decir, anteponiendo la decisión unilateral de la entidad. 

   



Tal posición va en contravía de lo que, en casos como este, ha señalado la jurisprudencia. La Corte Constitucional en la Sentencia  T-545 de 2013, explicó:
  



“El artículo 153 de la  Ley 100 de 1993 define el principio de continuidad del Sistema General de Seguridad Social en Salud, el cual consiste en que “[t]oda persona que habiendo ingresado al Sistema General de Seguridad Social en Salud tiene vocación de permanencia y no debe, en principio, ser separado del mismo cuando esté en peligro su calidad de vida e integridad”. Este principio hace parte de las responsabilidades a cargo del Estado, así como también de los particulares comprometidos con la prestación del servicio de salud, quienes deben facilitar su acceso conforme a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad señalados en el artículo 49 de la Constitución Política. 

  

(…)
 
  

El artículo 11 del Decreto 1703 de 2002 contempla el procedimiento que deben surtir las EPS para desafiliar a sus usuarios, el cual consistirá en notificar de manera previa a la última dirección del afiliado, con una antelación no menor a un mes, una comunicación por correo certificado en donde se señale con precisión las razones que motivan la decisión de desafiliación indicando la fecha desde la cual se hará efectiva la medida. De esa forma el usuario podrá manifestar sus razones para no continuar o controvertir la decisión. Las EPS no pueden desconocer el derecho a la salud de sus usuarios y proceder a su desafiliación en forma unilateral sin garantizar el derecho fundamental al debido proceso, aun cuando  considere que un afiliado está incurso en alguna de las causales para suspender el servicio, casos en los cuales deberá informarle de las razones o motivos de la desvinculación y permitirle su contradicción.

(…)

 

Sobre el tema, la jurisprudencia de la Corte Constitucional se ha pronunciado sobre algunos eventos en los cuales las EPS no pueden justificarse para negar la prestación del servicio de salud, siendo estos:
 
  

“i) porque la persona encargada de hacer los aportes dejó de pagarlos; (ii) porque el paciente ya no esta inscrito en la EPS correspondiente, en razón a que fue desvinculado de su lugar de trabajo;  (iii) porque la persona perdió la calidad que lo hacia beneficiario; (iv) porque la EPS considera que la persona nunca reunió los requisitos para haber sido inscrita, a pesar de ya haberla afiliado;  (v) porque el afiliado se acaba de trasladar de otra EPS y su empleador no ha hecho aún aportes a la nueva entidad; o (vi) porque se trata de un servicio específico que no se había prestado antes al paciente, pero que hace parte integral de un tratamiento que se le viene prestando”… (Negrillas propias).
 
  

En efecto, esta Corporación en sentencia C-800 de 2003…determinó que una vez la persona ingresa al Sistema General de Seguridad Social en Salud debe permanecer en él y no debe, en principio, ser separado del mismo, con lo cual se establece que la desafiliación es excepcional y solo se causará por las causales previstas en la ley y, en todo caso, no puede desconocer los derechos fundamentales de los usuarios.
 
 

(…)
 
  

En resumen, las EPS no pueden desconocer el derecho a la salud de sus usuarios y proceder a su desafiliación en forma unilateral sin garantizar el derecho fundamental al debido proceso, aun cuando  considere que un afiliado está incurso en alguna de las causales para suspender el servicio, casos en los cuales deberá informarle de las razones o motivos de la desvinculación y permitirle su contradicción.”
  
 


Cambiando lo que hay que cambiar, como la demandada, pese a dar cuenta de la razón para suspender la afiliación del interesado no demostró el procedimiento previo a la desafiliación, se concluye que vulneró el derecho al debido proceso y, de paso, los derechos a la salud y a la vida en condiciones dignas del accionante, pues ello conllevó el desconocimiento del principio de continuidad en el servicio. 

  


Precisamente, para abordar el segundo aspecto, establece el literal d del artículo 6º de la Ley Estatutaria 1751 de 2015 que por virtud del principio de continuidad, “Las personas tienen derecho a recibir los servicios de salud de manera continua. Una vez la provisión de un servicio ha sido iniciada, este no podrá ser interrumpido por razones administrativas o económicas”, lo que implica que es imposible abandonar al paciente a su suerte cuando viene siendo sometido a un tratamiento específico, sin brindarle alternativas, bien para su recuperación, o para facilitar que otra entidad asuma su atención, aun cuando sea en un régimen de salud diferente.
  



La misma alta Corporación ha desarrollado ese principio con tanta suficiencia que apartarse de la orientación que ha dado sería vano. En un pronunciamiento muy reciente
, en el que retomó su línea, dijo: 

3.1. Ahora bien, el principio de continuidad fue consagrado inicialmente en la Ley 1122 de 2007 y desarrollado en el artículo 6º (lit. d) de la Ley 1751 de 2015 que establece que “las personas tienen derecho a recibir los servicios de salud de manera continua. Una vez la provisión de un servicio ha sido iniciada, este no podrá ser interrumpido por razones administrativas o económicas”. De tal forma, lo ha aplicado este Tribunal bajo el entendido que conlleva la ejecución de los procedimientos de forma ininterrumpida, constante y permanente, sin que sea aceptable su suspensión sin una justificación constitucional pertinente
. En la Sentencia T-760 de 2008 se expuso:

“Se garantiza pues, que el servicio de salud no sea interrumpido, súbitamente, antes de la recuperación o estabilización del paciente.
 Para la jurisprudencia “(…) puede hacerse la distinción entre la relación jurídica- material, esto es la prestación del servicio que se materializa en una obligación de medio o de resultado según el caso, y la relación jurídica-formal, que se establece entre la institución y los usuarios.”
 Una institución encargada de prestar el servicio de salud, puede terminar la relación jurídico–formal con el paciente de acuerdo con las normas correspondientes, pero ello no implica que pueda dar por terminada inmediatamente la relación jurídica–material, en especial si a la persona se le está garantizando el acceso a un servicio de salud.”

En cuanto a este principio la Corte, en Sentencia C-800 de 2003, estableció cuáles son los eventos constitucionalmente aceptables en relación a la determinación de interrumpir inesperadamente el servicio por parte de las EPS: 

“Por otra parte, también se ha ido precisando en cada caso, si los motivos en los que la EPS ha fundado su decisión de interrumpir el servicio son constitucionalmente aceptables. Así, la jurisprudencia, al fallar casos concretos, ha decidido que una EPS no puede suspender un tratamiento o un medicamento necesario para salvaguardar la vida y la integridad de un paciente, invocando, entre otras, las siguientes razones: 

(i) porque la persona encargada de hacer los aportes dejó de pagarlos; 

(ii) porque el paciente ya no está inscrito en la EPS correspondiente, en razón a que fue desvinculado de su lugar de trabajo; 

(iii) porque la persona perdió la calidad que lo hacía beneficiario; 

(iv) porque la EPS considera que la persona nunca reunió los requisitos para haber sido inscrita, a pesar de ya haberla afiliado; 
(v) porque el afiliado se acaba de trasladar de otra EPS y su empleador no ha hecho aún aportes a la nueva entidad; o 

(vi) porque se trata de un servicio específico que no se había prestado antes al paciente, pero que hace parte integral de un tratamiento que se le viene prestando.” 

Así las cosas, la jurisprudencia ha reconocido cuatro eventos constitucionalmente admisibles para la suspensión del servicio, pero al mismo tiempo ha conferido especial trascendencia al principio de continuidad en salud y a la obligación que tienen las entidades encargadas de materializarlo. Por tanto, les ha vedado la posibilidad de suspender súbitamente la atención habiéndose iniciado los tratamientos o administrado los medicamentos, si como efecto de esta interrupción se vulneran o amenazan derechos fundamentales. Por tal motivo se ha exigido a la institución continuar con la prestación médica hasta tanto el paciente supere la enfermedad o hasta que otra IPS asuma su atención. Con base en ello, está constitucionalmente prohibido, salvo las excepciones previstas en la sentencia C-800 de 2003, que una entidad abandone el tratamiento al que se somete a una persona, su evolución diagnóstica y la búsqueda de alternativas para confrontar la enfermedad.

3.2. Como consecuencia de lo expuesto, la Sala concluye que la fundamentalidad del derecho a la salud se hace efectiva a partir del cumplimiento de los principios de continuidad, integralidad y la garantía de acceso a los servicios, entre otros, como lo consagra la Ley 1751 de 2015
. Ello implica que el servicio sea prestado de forma ininterrumpida, completa, diligente, oportuna y de calidad.





Lo anterior permite concluir que la parte accionada, debe continuar con la atención en salud del actor, por encima de la situación administrativa que pone de relieve, con el fin de garantizar sus derechos fundamentales. 
  


 
Corolario de lo dicho, es que se concederá el amparo deprecado y se dispondrá que, por intermedio de ambas dependencias accionadas
, en el ámbito de sus competencias, que procedan en un término no superior a cuarenta y ocho (48) horas, a restaurar a Martín Antonio Mazo Marín el servicio de salud; en en ese mismo lapso, deberán adelantar las gestiones necesarias para las autorizaciones que se encuentren pendientes y proceder a su efectiva materialización, todo lo cual deberá ejecutare en un término máximo de diez (10) días.
   



Se declarará superado el hecho en torno a la programación de la Junta Médico Laboral.




DECISIÓN

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 





RESUELVE
 
1.
CONCEDER el amparo impetrado. 
2.
Como consecuencia de ello, se ordena al Jefe Seccional de Sanidad Risaralda, Mayor Carlos Alexis Bautista Tolosa, y al Director de Sanidad, Mayor General Óscar Atehortúa Duque, que, en el ámbito de sus competencias, procedan en un término no superior a cuarenta y ocho (48) horas, a restaurar a Martín Antonio Mazo Marín el servicio de salud; en en ese mismo lapso, deberán adelantar las gestiones necesarias para las autorizaciones que se encuentren pendientes y proceder a su efectiva materialización, todo lo cual deberá ejecutare en un término máximo de diez (10) días.
   



3. Se declara superado el hecho en torno a la programación de Junta Médica Laboral. 




Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5° del Decreto 306 de 1992. 

  



Oportunamente, si esta decisión no fuera impugnada, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión
  



A su regreso, archívese. 

 



Los Magistrados,

   



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS            

   DUBERNEY GRISALES HERRERA

�  Sentencias T-016 y T-760 de 2007


� Sentencias  T-812 de 1999; T-285 de 2000, M.P., T-635 de 2001 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa; Sentencia; T-234/13, por mencionar solo algunas en las que se deja en claro la cuestión.


� Sentencia T-405 de 2017


� Véanse sentencias T-296 de 2016, T-331 de 2015, T-940 de 2014, T-904 de 2014, T-691 de 2014, T-875 de 2013, T-804 de 2013, T-133 de 2013, T-1083 de 2007, T-662 de 2007, � HYPERLINK "http://192.168.2.15:8080/relatoria/2005/T-802-05.rtf" �T-842 de 2005�, � HYPERLINK "http://192.168.2.15:8080/relatoria/2005/T-842-05.rtf" �T-802 de 2005�, entre otras. 


� Corte Constitucional, Sentencia T-059 de 2007 , en este caso se tuteló el derecho de un joven de 23 años a que no se interrumpiera el tratamiento que recibía por un problema de adicción que lo llevó a perder su cupo como estudiante, a pesar de que se le atendía en condición de beneficiario de su padre, por ser estudiante. 


� Corte Constitucional, Sentencia T-597 de 1993.


� “Por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones”


� Se sigue para ello la orientación de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en la sentencia STC 12365-2017, agosto 17 de 2017, M.P. Wilson Aroldo Quiroz M. 
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